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			Sinopsis

		

		
			La burguesía catalana acumula un siglo de decadencia. Lejos queda la época en la que comandaba la política y la economía española, lideraba la banca y el mundo empresarial. Una realidad encubierta durante décadas, en buena parte gracias a la contribución del pujolismo durante su larga etapa de gobierno, que fomentó un relato romántico sobre su presencia social. Hasta que llegó el procés y un mundo menos glamuroso quedó al descubierto. Durante esta última década prodigiosa el poder económico catalán perdió autoridad social y política. 

			Pese a ello, no ha desaparecido. Sigue viva. Existe, es fuerte y actúa. Y no solo en Cataluña; también en Madrid y en buena medida en el conjunto de la economía española. Este libro pretende ser una crónica periodística sobre esa élite económica, el gran empresariado, y su comportamiento político y económico desde 2010 hasta hoy, sin obviar su papel en el 1 de octubre. Un relato que pone de manifiesto que, pese a todo, las personas que la componen siguen siendo un actor político, cultural y económico relevante en la sociedad catalana; lejos del discurso de las últimas décadas que había decretado su completa desaparición.

		

	
		
			La burguesía catalana

			Retrato de la élite que perdió la partida

			Manel Pérez
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			Introducción

			La noche del 28 de junio del 2010, el president de la Generalitat, José Montilla, informó a los catalanes de la sentencia del Tribunal Constitucional que recortaba el nuevo Estatut que habían ratificado en referéndum a través de una declaración televisiva desde el Palau de la Generalitat. A pocos metros, en la Casa dels Canonges, le esperaba un escogido grupo de empresarios y ejecutivos que seguía la intervención desde una pantalla instalada en el comedor. En el ambiente, el enorme impacto político de la sentencia se sumaba al grave momento económico, con la crisis financiera carcomiendo los cimientos del modelo de crecimiento de la década recién acabada. Apenas dos meses antes de esta cena en el Palau, el presidente del Gobierno español, José Luis Rodríguez Zapatero, había anunciado un duro programa de ajuste que marcaría el resto de su legislatura y se prolongaría durante el siguiente Gobierno del popular Mariano Rajoy. Una tormenta perfecta se estaba formando aquella noche sobre el barrio gótico barcelonés.

			El poder económico catalán desconfió del procés desde sus primeros pasos, antes de que se le identificara por ese nombre. En aquella noche del verano del 2010, Montilla pidió a sus interlocutores apoyo a una reacción firme contra la sentencia. Pero estos, en cambio, le recomendaron prudencia y sangre fría. Preferían evitar demostraciones callejeras y sugirieron serenas negociaciones con el Gobierno a fin de obtener mejoras en ámbitos palpables, como la financiación y las inversiones públicas. El clásico programa que había venido postulando desde que se recuperó la democracia y el autogobierno. Pero, esta vez, la crisis era diferente, los tiempos habían cambiado y debió adaptarse a las circunstancias. Tras aquella cena, a la mañana siguiente, el president, superado por la presión social, convocó una manifestación para pocos días después que resultó multitudinaria. A partir de ahí la rueda de la historia comenzó a girar cada vez a más velocidad. 

			Al principio, durante un breve lapso de tiempo, la burguesía, el poder económico, las élites adineradas, términos todos equivalentes en estas páginas, recurrió a las recetas habituales, proponiendo retocar las relaciones políticas y financieras con el Estado. Compartía el diagnóstico de que había maltrato desde Madrid, no en balde el poder económico catalán fue de los primeros en presentar su lista de agravios al Gobierno y contribuyó decisivamente a asentar ese clima de opinión en la sociedad catalana.

			La burguesía se sintió desconcertada cuando el procés aún era un bebé balbuceante, entre la aparición en escena del Constitucional y hasta la salida airada de Artur Mas de la Moncloa, dos años después, tras fracasar su petición de pacto fiscal a Mariano Rajoy. En una atmósfera de altísima presión social, expresada vivamente en las calles, con nutridos núcleos del pequeño empresariado —importante componente económico y mental en la estructura del país— sumándose con entusiasmo a la nueva corriente y con el viraje hacia el soberanismo de su partido político de referencia, la derecha nacionalista de Convergència Democràtica de Catalunya (CDC), la alta burguesía tanteó la idea de un nuevo sistema de financiación para Cataluña. Un sector de la élite llegó a pensar que podría ser conveniente elevar el tono, mostrar cierto enfado, hacerse valer en Madrid. Una combinación de interés y adaptación política para mimetizarse con la nueva cara del país. 

			El poder económico catalán compartió, hasta cierto punto, los primeros acordes de la hoja de ruta del recién investido Artur Mas: austeridad y una difusa propuesta de pacto fiscal que, si las cosas salían medianamente bien, acabaría en un nuevo modelo mejorado de financiación autonómica, más inversión y recursos para la Administración catalana y sus empresas; también un plan de rebajas de impuestos. Un programa que debía ayudar, en la convulsa sociedad de la Gran Recesión, a taponar la entrada en escena de propuestas más radicales y complicadas.

			Cuando, a partir de las elecciones de noviembre del 2012, con la calle ya como gran protagonista y con Mas superado por las consecuencias de sus propias apuestas, comprendió que se había formado una coalición que avanzaba hacia el choque político, se plantó, oponiéndose al procés. Ensayó primero propuestas de síntesis, como la conocida tercera vía, que para tener éxito debía contar con el apoyo no solo de los nacionalistas moderados catalanes, sino sobre todo del Gobierno de Mariano Rajoy, que, sin embargo, nunca se planteó negociar nada. La élite económica pensó incluso que la monarquía, sobre todo Felipe VI, podía actuar de mediador, atemperando a unos y otros. Hasta la burguesía próxima al soberanismo se planteó esta posibilidad con esperanza. Pero el rey se sentía moderador entre los poderes del Estado y nunca pensó que quienes estaban implicados en el procés se contaran entre ellos.

			Al final, la élite catalana constató que ya no contaba con instrumentos políticos. Mas estaba atrapado en el dilema de mantener su posición —es decir, continuar con las líneas maestras de su apuesta inicial de austeridad y continuidad con el pujolismo, asumiendo un profundo desgaste electoral y la muerte política— o buscar la simpatía de una calle cada vez más agitada. Entre la vía del gradualismo y el mantenimiento del statu quo o la de la máxima presión sobre el Estado, optó por la segunda opción. Con ese giro, consolidó el desplazamiento de la sociedad catalana hacia el independentismo, sin salvarse políticamente. Tan solo ganó unos meses. Él y su partido estallarían y perderían la hegemonía política en Cataluña.

			Los problemas de autoridad de la élite económica no se acabaron ahí. Había sido la flor y nata de la denominada sociedad civil, que le había servido de plataforma para desplegar su influencia y apadrinar las grandes ambiciones de Cataluña. Sin embargo, el prestigio de la sociedad civil se había desvanecido tras décadas de pérdida de vigor económico. La crisis financiera del 2008 y la erosión de un sistema político, que amplios sectores de la ciudadanía consideraban defectuoso y con altas dosis de corrupción, contribuyeron decisivamente a consolidar la nueva atmósfera social.

			Ese fue el guion hasta que llegó el choque definitivo el 1 de octubre del 2017. Una auténtica revolución, no social, pero, desde luego, sí política. Un movimiento que tenía al frente una amalgama de políticos desorganizados, inconscientes de las consecuencias de sus propios actos, y que no preparó el reto que temerariamente había propuesto a sus conciudadanos. No aparecieron ni las estructuras de Estado prometidas, ni la cobertura internacional augurada, pese a las predicciones sobre la comprensión de las instituciones europeas. Tampoco se plasmó la contención de un Estado que debía haber quedado bloqueado por la convergencia entre la voluntad de los catalanes y la severa mirada de los poderes europeos. Y, sobre todo, contra lo que esos líderes habían proclamado, no se materializó la complicidad de las élites económicas locales. Estas hacía mucho que habían dejado claro que no jugaban ese partido. 

			Esos primeros días de octubre, además de las masas de votantes en las urnas, hubo otra ola de agitación, la del pánico bancario. Silencioso, invisible, en el mundo de internet ya no era necesario ponerse en la cola de la sucursal para mover los ahorros. El patriciado estaba asustado, también las clases medias, incluso algunas que hasta la fecha habían participado en las sucesivas Diadas del 11 de septiembre; que habían votado en el referéndum. El miedo a la ruina agitó los ánimos de muchos catalanes. A caballo de esa reacción vino el golpe más contundente hasta ese momento contra el procés. Gran parte de la élite expresó su rechazo a la situación política en Cataluña. Primero fueron los bancos; luego, las empresas. Los traslados masivos de sedes. La élite votó con los pies, literalmente. Puso tierra de por medio y quiso hacer valer su relevancia económica. Paradójicamente, contribuyó decisivamente a dar una vuelta de tuerca más a la concentración del poder económico en Madrid.

			Ese fue el preámbulo de su apoyo a la aplicación del artículo 155 de la Constitución con el que Rajoy intervino la Generalitat y suspendió el funcionamiento de las instituciones de autogobierno. Para el poder económico, esta fue la mejor manera de recuperar la normalidad y frenar la dinámica autopropulsada del procés. 

			El debate sobre las consecuencias de esos hechos está aún vivo en Cataluña, como una herida sin cicatrizar. Para el independentismo apenas tuvo trascendencia; para los más críticos con el procés, era otra muesca de gran profundidad en la larga decadencia económica y política catalana. Fue la acción de un estrato social realmente existente; en sostenida decadencia, ciertamente, con escasa capacidad de acción colectiva, mucho menos poderosa de lo que sugería el relato romántico vigente antes del procés, pero que aún desempeñaba un papel relevante.

			El independentismo intentó negar esas evidencias. Un autoengaño público, no privado, como pusieron de manifiesto las airadas reacciones de los líderes independentistas cuando fueron informados por los financieros y empresarios de lo que iba a ocurrir, como se recoge en las páginas siguientes. No quisieron admitir que había diferentes intereses en juego, que estaban sobre aviso y que no fue el resultado directo de las presiones del Estado —aunque estas pudieron también haber existido—, sino sobre todo de intereses económicos y convicciones políticas.

			Después, una vez asumido dolorosamente lo obvio, se abrió una nueva fase en la que la nobleza de la economía, observada hasta entonces con recelo por el independentismo, pero de la que este aún esperaba, sin base factual para ello, un último gesto de complicidad, pasó a ser el enemigo que había que batir. Se cerraba así el ciclo político que había comenzado siete años atrás con una engañosa unanimidad en la reclamación a Madrid; ahora se abría el del ajuste de cuentas.

			El historiador Antoni Jutglar se preguntaba en los años ochenta del siglo pasado, entre atónito e incrédulo, tras repasar la larga lista de sus fracasos, derrotas y proyectos fallidos, «¿cómo esta burguesía ha conseguido que se siga hablando de ella como de una burguesía distinta [de la española] y que, además, imponga a otros partidos no burgueses sus eslóganes nacionalistas?».

			Cuatro décadas después, Antón Costas, presidente del Cercle d’Economia durante algunos de los años calientes del procés, se formulaba una pregunta parecida, aunque actualizada, en las páginas de La Vanguardia: «¿Por qué la burguesía catalana no frenó la deriva independentista del nacionalismo catalán y consintió, cuando no alentó, el procés?». Él mismo ensayaba una respuesta: «Había perdido la influencia política que había tenido en el pasado».

			Esa pérdida de autoridad o de control no fue súbita o sobrevenida, sino paulatina. En verdad, llevaba un siglo gestándose, desde que en los años veinte del siglo XX perdió el tren del poder y la influencia en los resortes del Estado, en el ámbito político; el de la concentración bancaria, en el económico y, finalmente, el de la dirección del movimiento nacionalista catalán, al que dejó de considerar ya en aquel momento un proyecto político seguro. Después se diluyó en el franquismo, al que agradeció la devolución de sus propiedades. Y se dedicó a hacer negocios desentendiéndose de la política y la ambición de poder.

			Más adelante vino el boom económico posterior al Plan de Estabilización de 1959, programa diseñado e impuesto por el Departamento de Estado de Estados Unidos al Gobierno español. En ese momento nació el Cercle d’Economia, la propuesta más ambiciosa de la burguesía catalana en los últimos cien años, que, pese a sus éxitos, no consiguió revertir esa pérdida de peso. Décadas después, con la democracia, intentó construir su propia alternativa de masas, electoral, alineada con la política diseñada desde Madrid por Adolfo Suárez y los poderes dominantes en el mundo occidental, Estados Unidos y Europa. Fracasó y tuvo que adaptarse a la realidad, convivir con el nacionalismo catalán de Jordi Pujol que caminaba hacia la hegemonía y acaparaba el apoyo de las clases medias, esas que, más adelante, serían las sublevadas con el procés.

			El declive de la burguesía catalana culminó con el despliegue de la globalización, con las ventas de empresas a multinacionales y grandes firmas españolas y también con infinidad de cierres. Cataluña, que llegó al final del siglo XX siendo una de las regiones industriales europeas más potentes, tan solo unos años después, al poco de arrancar el XXI, se había descolgado del selecto grupo que encabeza el dinamismo económico industrial del continente, tras vivir el peor momento «de los últimos cincuenta años», en palabras del economista Josep Oliver.

			Esa fase de destrucción económica, especialmente dañina, tuvo el corolario de los Gobiernos de José María Aznar y su programa de centralización en torno a Madrid. Contra él, esa misma burguesía fue aún capaz de activar en los primeros años 2000 su descontento por primera vez en décadas. Esto sucedió pocos años antes del procés, de hecho, fue uno de sus preámbulos. Las élites económicas empezaron a manifestar su descontento y, en ese sentido, anticiparon la indignación social moldeándola en torno a la denuncia de las arbitrariedades de un poder central volcado en consolidar la hegemonía de la gran metrópoli. Esa misma capital que ahora exige más poder que el resto de los territorios, en el Gobierno y en el seno de los grandes partidos.

			Una parte de la sociedad catalana, en especial de sus élites económicas y amplias capas de las clases medias urbanas, expresó a través del procés su rechazo impotente ante la consumación irreversible de ese plan. Madrid acaparaba los beneficios y el poder, absorbía actividad económica y capacidad fiscal, retroalimentándose y presionando sobre la periferia española; a toda ella, es cierto, pero mientras para una gran mayoría de esos territorios se trataba de una realidad ancestral, en el caso de Cataluña era un hecho relativamente nuevo, sobrevenido.

			Ahora, el poder económico catalán sigue buscando una estrategia política que reconstruya sus relaciones con España y con la propia sociedad catalana, un nuevo modelo de influencia. El peix al cove (pájaro en mano) de Pujol parece ya una antigualla irrecuperable, desacreditada y con muy pocas posibilidades de seducir a la sociedad, pero no se descubren alternativas. El drama es que, especialmente en el ámbito económico, la élite ha estado fuera de la carrera durante un largo periodo. Su tradicional palanca de influencia en el Estado está aquejada de una enorme dosis adicional de debilidad. 

			El procés también la ha dividido profundamente. El sector mayoritario y más influyente de la burguesía catalana se ha ratificado en la idea de que la última década ha sido una pesadilla. Propugna un acuerdo que no se salga del tablero de juego establecido con el retorno de la democracia y que mantenga las relaciones políticas que marcaron el largo periodo de Gobierno de Jordi Pujol. Su esperanza reside en recomponer la antigua centroderecha catalanista moderada, pese a que esto tenga posibilidades inciertas mientras no cambien las grandes corrientes de opinión de la sociedad catalana.

			Del tronco principal de la élite se ha desgajado un sector minoritario pero socialmente influyente e imbuido del sentimiento de representar al verdadero burgués catalán. Este grupo se alineó con el procés hasta las agitadas vísperas de la proclamación parlamentaria de Carles Puigdemont que desencadenó la crisis final de octubre del 2017. Aspira a pasar de ser un ramillete de personajes dispersos, con más énfasis en el activismo cultural y escaso discurso político, a articular una representación propia, superando el autonomismo pujolista. Y no ve con simpatía el cambio de hegemonías a favor de Esquerra Republicana de Catalunya (ERC), que parece consolidarse en el horizonte político. Ha abrazado abiertamente y sin complejos la idea de la independencia, pero atemperándola con el rechazo de cualquier posible unilateralidad. 

			El presente relato describe los principales episodios políticos del pasado reciente de Cataluña desde la perspectiva del comportamiento y la actitud de sus élites económicas. Sus protagonistas no son los partidos políticos ni sus líderes. Los intereses económicos son uno de los motores de la historia y aunque las crisis políticas parecen sacrificar en su fuego devorador todos los anhelos e intereses, las sociedades siempre tienen presentes sus preocupaciones económicas y de estatus. Hasta en los momentos de más rabioso idealismo.

		

	
		
			1

			La sociedad civil bajo la lupa

			
LA QUIEBRA DE LA LARGA ALIANZA ENTRE LA BURGUESÍA 
Y EL PUJOLISMO


			«La traición de Artur Mas fue su paso al lado, cuando entregó el Govern a la CUP, dejando en sus manos la palanca para que Carles Puigdemont fuera el nuevo president», sentenciaba en una conversación privada Josep Oliu, presidente del Banc Sabadell, en enero del 2016, unos meses después de los hechos, al analizar la decisión del político nacionalista de no convocar nuevas elecciones y capitular ante el veto a su reelección. Oliu, hombre de ingenio agudo, expresa sus ideas con concisión y la velocidad del rayo. El banquero había transmitido directamente a Mas desde hacía años, pero especialmente el 2015, el rechazo a sus propuestas políticas, y lo sucedido tras las elecciones de septiembre de ese año le reafirmó en sus ideas. 

			Los independentistas más radicales, cuyo voto era imprescindible, se negaron a apoyar en el Parlament a quien consideraban padre de los recortes presupuestarios. Para evitar nuevas elecciones, Mas intentó primero buscar un acuerdo con la Candidatura d’Unitat Popular (CUP) sobre la base de las propuestas de estos últimos, entre ellas una proclamación parlamentaria que instaba a «declarar solemnemente el inicio del proceso de creación del Estado catalán independiente en forma de República», algo que no solo estremeció a Oliu. Como relata Lola García en El naufragio, cuando el conseller de Economía en funciones, Andreu Mas-Colell, en pleno Consejo Ejecutivo del Govern, leyó en el móvil el mensaje con la resolución aprobada, «con las gafas subidas por encima de la frente, exclamó indignado: “¡Pero ¿esto qué es?”». 

			Sin embargo, ni esa aproximación a la CUP ni otras ensayadas aquellos días surtieron efecto y al final Mas tuvo que aceptar que, en su lugar, fuera Carles Puigdemont, un periodista independentista de primera hora y alcalde de Girona, el candidato a la investidura. El pacto final de CDC y ERC, agrupados electoralmente en JxSí, con la CUP, implicó además del cambio de president, concesiones también en el ámbito de la política económica, especialmente la fiscal, y dio a ese grupo la llave de la continuidad de la legislatura, lo que fue recibido por gran parte de la élite económica con estupefacción; como un golpe bajo. A esas alturas, la burguesía catalana ya se había distanciado completamente del curso político marcado por Mas. El compromiso con la CUP fue el Rubicón definitivo.

			Las elecciones de septiembre del 2015 habían arrojado un resultado endiablado, dejando a la mayoría independentista para investir president y desarrollar un programa de Gobierno en manos de ese grupo minoritario. Las dos grandes fuerzas de ese frente, CDC y ERC, habían pactado acudir a los comicios coaligadas tras la marca Junts pel Sí (JxSí), una opción que pretendía sortear la progresiva debilidad electoral del partido fundado por Jordi Pujol. Desde el otoño del 2012, la tradicional coalición de CDC y Unió Democràtica de Catalunya (UDC), Convergència i Unió (CiU), había ido perdiendo representación de forma alarmante. De 62 diputados en el 2010, a 50 en noviembre del 2012. En el 2015, las encuestas y la realidad social apuntaban a un hundimiento electoral aún más profundo. Mas y los suyos presionaron, aprovechando el ambiente social favorable a la unidad de las fuerzas independentistas, y lograron imponer la coalición a la ERC de Oriol Junqueras, pese a los intentos de este último para evitarlo.

			La debilidad electoral y política de la centroderecha nacionalista catalana se había ido agravando a medida que avanzaba la crisis política. Cada paso de Mas para evitar ser desbordado y seguir pilotando la situación erosionaba su autoridad política y estrechaba su margen de maniobra. Pero ese deterioro político no había llegado súbitamente. CiU se adentró en la crisis económica desatada a partir del 2008 encarando un ciclo electoral al alza que solo se truncó, precisamente, en las elecciones de noviembre del 2012. Para entonces, su política de austeridad como respuesta a la crisis económica había carcomido las bases del consenso interclasista que había sostenido históricamente al pujolismo. Una convergencia de intereses entre la burguesía, la alta y, sobre todo, la de las pequeñas empresas; las clases medias y profesionales, cuyas nuevas generaciones ocupaban buena parte de los altos cargos de la Administración autonómica; y capas amplias de trabajadores de servicios públicos y los más cualificados del sector privado. El pujolismo había sido la argamasa política de esa heterogénea base social. Pero, en el 2012, esa construcción estaba desmoronándose. La burguesía quería al mismo tiempo ajustes y ayudas para salvar sus negocios; las pymes se veían devoradas por las grandes multinacionales que aprovechaban la crisis para aniquilarlas; las clases medias temían verse reducidas a la condición de asalariados mal pagados; los funcionarios veían su Administración en bancarrota; y los trabajadores perdían sus empleos en una montaña de cierres sin fin. El descontento y la protesta social eran la tendencia dominante. El president era mal recibido y abucheado en casi todas sus apariciones públicas. No tenía ningún futuro político.

			Entre los primeros meses del 2012 y las elecciones de noviembre de ese año, Mas y su equipo más próximo cambiaron de política, en un movimiento con muchas contradicciones y enfrentamientos internos, del que surgió el giro soberanista. Mas pasó de defender la moral calvinista como sostén ideológico de los recortes a renegar de esos ajustes y atribuirlos a la injusticia practicada desde Madrid contra Cataluña. El objetivo fue revertir el desplome electoral y de autoridad que auguraban las encuestas y se respiraba en la calle. Los primeros pasos de ese cambio parecieron dar resultados positivos para sus promotores. Las consultas demoscópicas auguraban un éxito electoral histórico para los convergentes. La calle también había cambiado de atmósfera, allá donde aparecía, Mas recibía muestras de apoyo popular. Aparentemente, todo encajaba de nuevo.

			Pero justo cuando pensaba que iba a culminar su ascenso al liderazgo indiscutido con una mayoría absoluta que le otorgaría el margen suficiente para asentar la nueva hegemonía de una renovada CDC —como la que tuvo Jordi Pujol, su padrino político y predecesor durante su largo periodo al frente de la Generalitat—, Mas se dio de bruces con la realidad. Su victoria electoral habría sido un éxito sin precedentes: supondría haberse sobrepuesto al desgaste de veintitrés años de Gobierno convergente y la densa atmósfera de corrupción que los envolvió. No obstante, el golpe de realidad de los resultados de ese noviembre marcó el inicio de su decadencia política. Y señaló nítidamente en el calendario el comienzo del distanciamiento de la corriente principal del poder económico respecto a su acción política y el incipiente procés.

			Atravesando fases políticas muy claras, la burguesía catalana había empezado acompañando al sucesor de Pujol en su ascenso a la cima; luego detectó el inicio de su caída, momento en el que tomó las primeras precauciones, para acabar finalmente echándole en cara sus errores políticos. Entre el inicio del procés (2010-2012) y el momento del paso al lado de Mas, en enero del 2016, los patricios catalanes vivirán un viaje de ida y vuelta, desde el catalanismo tenue —en parte para evitar el choque con el ambiente y la opinión dominantes en la sociedad catalana del momento— hasta un soberanismo difuso e inconcreto que el nuevo president les declinaba de la manera que ellos querían escuchar: austeridad, menos gasto público y presión política en Madrid para conseguir más recursos y dinero por la vía de un hipotético pacto fiscal con el Estado. Compartían la idea de que había que elevar la voz, preocupar a Madrid, dejar claro que estaban insatisfechos.

			Atracción, complicidad o análisis coincidente, según las matizadas definiciones de los diversos protagonistas, manteniendo su autoridad social, como clase dirigente de la economía, hasta las elecciones de noviembre del 2012, que en su opinión no debieron haberse convocado; desencanto, alejamiento y presiones para reconducir la situación tras el fracaso electoral. Y temor a perder el control de la política catalana, con Mas claramente desbordado por la irrupción de otros sectores sociales más radicales y con otros intereses; en primer lugar, desplazar a esas élites de sus posiciones de hegemonía. Esas organizaciones, agrupadas en asociaciones civiles como Òmnium Cultural y la Assemblea Nacional Catalana (ANC), llevaban a las masas a las calles, una pulsión extraparlamentaria que encendió todas las alarmas en los salones nobles. Los primeros intentos de rebelión empresarial tuvieron lugar tras la decisión de Mas de responder al fracaso electoral aliándose con ERC, en el arranque del 2013, y la posterior consulta del 9 de noviembre del 2014. Más tarde se produciría el choque frontal a cuenta del referéndum del 1 de octubre de 2017 y la declaración de independencia, suspendida inmediatamente por Puigdemont.

			Estaba en juego el histórico modelo social que el poder económico y Jordi Pujol habían construido a partir de su primera victoria electoral en el ya lejano 1980. Este modelo se resumía en la idea de que la sociedad civil —evocando los grandes hitos de la burguesía barcelonesa, desde el despegue industrial, pasando por el ensanche barcelonés y las grandes transformaciones ligadas al modernismo, hasta las exposiciones universales y encarnada en el ámbito económico en entidades como La Caixa, Foment del Treball Nacional, el Cercle d’Economia o la Cambra de Comerç de Barcelona y, posteriormente, en el Instituto de la Empresa Familiar (IEF) y un grupo de empresarios relevantes— complementaba al Govern desde una posición independiente, con sus propuestas y proyectos. Un flujo de relaciones que, según sus postulantes, diferenciaba a Cataluña del resto de España. Un acuerdo tácito en el que unos hacían ver que Pujol no intervenía en los asuntos de esa sociedad civil a cambio de que el president asumiera los postulados económicos de los propietarios.

			Poco a poco emergerían desde ese mismo establishment posiciones más o menos críticas sobre la veracidad de ese modelo. Ya en la primavera del 2008, Jordi Alberich, director general del Cercle durante dos décadas y dirigente de la desaparecida UDC, señalaría:

			Un análisis objetivo de la actuación global de la sociedad civil durante los treinta años de vida democrática en España debe poner de manifiesto una actitud generalizada de subordinación de la sociedad civil a los poderes públicos. Ha sido habitual que incluso las entidades más representativas de la sociedad civil se hayan autolimitado en sus ambiciones, manifestando una actitud de excesiva condescendencia con el poder político. Una actitud que se podía entender en los primeros años de la transición democrática, cuando la apuesta del conjunto de la sociedad era reforzar los partidos políticos para consolidarlos como ejes esenciales de la vida democrática. 

			Alberich se mostraba crítico con la clase política y más benevolente con la llamada sociedad civil. Años después, desde los sectores impulsores del procés, no desde la sociedad civil sino desde las clases medias, se dispararían los dardos, pero en sentido contrario, contra la pretendida pasividad política de los Gobiernos nacionalistas de Pujol y Mas hacia el mundo y los intereses de los grandes negocios.

			Desde que Jordi Pujol demostró en 1980 que él y CDC eran la única alternativa con suficiente apoyo electoral para cerrar el paso a la izquierda en Cataluña y con capacidad de influir en la política que se decidía en Madrid —especialmente cuando desaparecían las mayorías absolutas en el Congreso de los Diputados—, el nacionalismo catalán se había convertido en el vector político mayoritario entre los sectores económicos más influyentes. Cuando se desató la crisis económica del 2008, los patricios de la economía siguieron próximos al sucesor de Pujol. Artur Mas no despertaba las pasiones de masas del primero, pero su perfil de gestor laborioso y aplicado, preocupado por el rigor de las cuentas públicas y conocedor del mundo económico, gustaba a los empresarios locales. Venía de fajarse en la oposición a los tripartitos presididos por los socialistas Pasqual Maragall y José Montilla, con los que protagonizó campales batallas políticas, en particular, contra los aumentos de impuestos, siempre la primera preocupación de los sectores adinerados. Los socialistas, por su parte, le reprochaban la acumulación de asuntos de corrupción, nunca reconocidos pero siempre presentes en crónicas judiciales y políticas. Pese a estar aún en la oposición en Barcelona y pocos meses antes de ganar las elecciones, Mas mantuvo el pulso, profundizó en esa línea y se convirtió, con su abstención parlamentaria de mayo del 2010, en el salvavidas imprescindible del giro hacia los recortes y la austeridad del presidente socialista José Luis Rodríguez Zapatero. Así accedió, al tercer intento, a la presidencia de la Generalitat. Para esa burguesía barcelonesa, también parte de la madrileña, Mas realizó un arriesgado ejercicio de responsabilidad al salvar el duro plan de Zapatero, en contraste con la insensatez del Partido Popular (PP) de Mariano Rajoy, que se puso de costado y rechazó apoyar las medidas que Europa pedía al Gobierno español en plena crisis de la deuda pública y el euro. Durante ese primer periodo, Mas fue el hombre de moda del poder económico.

			En honor a la verdad, el sucesor de Pujol encaró una compleja tarea llena de trampas y obstáculos. Tuvo que elaborar un nuevo programa de resistencia para salvar un partido que prácticamente desconocía la vida fuera del poder, lo que su equipo dio en llamar una larga travesía del desierto; estar en la oposición, un periodo que duró siete años. Y en competencia con otra formación nacionalista, ERC, instalada en el Govern del primer tripartito. Forzosamente debió radicalizar un discurso que ya no podía ser solo el del partido de orden con la responsabilidad de gobernar. Mas pilotó ese giro con un equipo, el pinyol (hueso), mayoritariamente ajeno al establishment barcelonés, ese en el que el líder convergente se había acostumbrado a navegar con comodidad y con el que se forjó un perfil de business friendly. Además, cargaba con el lastre de veintitrés años de desgaste del Gobierno pujolista a sus espaldas, con las alforjas repletas de acusaciones de corrupción, en gran parte verídicas, como acabaría quedando de manifiesto, en el caso más sonado e inimaginable, con el mismo patriarca del nacionalismo conservador. 

			Finalmente, Mas obtuvo la victoria que definitivamente lo llevaría al Palau de la Generalitat tras capitalizar, entre otros episodios, el fallo del Tribunal Constitucional sobre el Estatut, en el verano del 2010. La sentencia dio rienda suelta a la indignación generalizada en Cataluña. A partir de ese momento, la grave recesión económica y la crisis política se mezclarían en la batidora social, propulsando el ascenso del independentismo. El clamor social ante la debacle económica y el descontento político confluyó con una larvada insatisfacción de sectores de las clases medias y profesionales e incluso de algunos miembros de la aristocracia del dinero y la industria. El giro soberanista de Mas, y su éxito inicial, consistió en vincular el rechazo a la sentencia, que tenía un enorme respaldo popular, con las destructivas consecuencias económicas de la crisis financiera. Esta sería secuela casi exclusiva de la viciada relación entre Cataluña y España; el fracaso de la negociación política y el mal funcionamiento del Estado explicaban la gravedad de la situación económica. Como se iría viendo después, el éxito de ese relato se manifestaría en la eclosión masiva de nuevos independentistas no nacionalistas, funcionales o prácticos, económicos, convencidos de que el origen de sus problemas de orden material y de calidad del modelo catalán en la globalización se explicaban por la subordinación política al Estado.

			Entre el 2001 y el 2013, especialmente durante los años de la crisis, cuando el procés estaba en sus primeras etapas, la industria catalana padeció una destrucción, en forma de cierres de empresas, pérdidas de empleo y caídas de la inversión, «no vista en los últimos cincuenta años», es decir, desde los tiempos del Plan de Estabilización de 1959, según la concluyente descripción de Josep Oliver, el economista que más ha estudiado su evolución reciente. Esta destrucción no era comparable a la sufrida en ninguna otra región económica europea. Como consecuencia, la Cataluña que había emergido en 1995 «como una potencia industrial en el concierto europeo», solo un lustro después empezó a perder fuerza «de forma tan severa, que ya no aparece entre las regiones más industriales de Europa y está muy alejada de las alemanas, algunas italianas y de buena parte de las del centro y el este europeo más industrial. Ha dejado de ser una potencia industrial en el concierto europeo». Una decadencia sin paliativos sin cuya cabal comprensión es imposible entender las tripas de lo sucedido en la Cataluña de este siglo y sus dinámicas sociales y políticas.

			La inquietud se extendió también entre núcleos de funcionarios públicos de una Administración autonómica en situación crítica tras los embates de la Gran Recesión. Este fue otro nutriente social clave del movimiento que transitaba del catalanismo o nacionalismo pujolista hacia el nuevo independentismo, definido inicialmente con el ambivalente y modulable concepto de soberanismo, lo suficientemente abierto para atraer a los sectores más diversos.

			Las dos crisis, la política y la económica, ya estaban presentes en la coyuntura previa a la sentencia del Constitucional y las elecciones catalanas del 2010, pero aún no había un hilo argumental definido, consistente, desarrollado, sobre sus causas ni la forma de superarlas, más allá de la tradicional distancia respecto a Madrid y el convencimiento de que las decisiones que allí se adoptaban nunca tenían en cuenta las necesidades de los catalanes, cuando no buscaban directamente fastidiarlos. La sentencia del Tribunal Constitucional ayudó a escribir las primeras líneas de ese relato. El discurso tradicional del pujolismo ya no podía seguir siendo el marco de referencia de la sociedad catalana. Tras un primer intento de Mas de afrontar la crisis económica con recetas ortodoxas y sin cuestionar el orden establecido, acabaría enlazando esta con la propuesta de otro modelo de Estado, para lo cual debió renegar de su aproximación inicial, política de austeridad y negociación clásica con el Gobierno central. Ahora se trataba de reconducir la inquietud social, que amenazaba con aplastarlo, hacia la negociación de un nuevo acuerdo con el Estado.

			Y fue entre el verano del 2010, con la masiva manifestación contra la sentencia del Tribunal Constitucional, y las elecciones de noviembre de ese año cuando Mas obtuvo una mayoría suficiente como para recuperar el Govern: la CDC pos-Pujol vivió así su gran momento de gloria. La masiva protesta contra el fallo que podaba lamentablemente el Estatut y en la que estaba de cuerpo presente José Montilla, todavía president de la Generalitat, pero ya políticamente defenestrado, anticipó la rotunda victoria convergente en los comicios que se celebrarían unos meses después.

			El propio Pujol —todavía un personaje con elevada influencia política, ya que aún no había trascendido el revelador episodio de sus cuentas andorranas— intervino para ayudar al éxito de la protesta, estimulando la participación entre las élites económicas y consiguió, tras reunirse con sus máximos responsables, que gran parte de las patronales y asociaciones vinculadas a la economía se pronunciaran públicamente como organizaciones y asistieran a la manifestación contra el fallo. En el inusual acto de pisar el asfalto del passeig de Gràcia barcelonés para protestar contra la sentencia, estuvieron aquella tarde, entre los menos entusiastas, Juan Rosell, presidente de Foment y, más adelante, de la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE) y Miquel Valls, presidente de la Cambra de Barcelona. Más cercanos al nacionalismo, Josep González, presidente de Micro, Petita i Mitjana Empresa de Catalunya (PIMEC); Eusebi Cima, de la patronal Cecot; y Josep Mateu, de la Fundació d’Empresaris de Catalunya (FemCAT). En el caso del Cercle d’Economia, pieza clave en el relato de lo sucedido en estos años tumultuosos y centro de referencia del sector mayoritario de la burguesía, acudió a título personal su entonces presidente, Salvador Alemany, pues la entidad no llegó a pronunciarse institucionalmente sobre la sentencia, tras un intenso debate interno. No faltó ningún representante de las principales entidades empresariales del país.

			En aquel momento, los diferentes estratos de las clases acomodadas, desde una parte sustancial de la alta burguesía hasta las capas más numerosas de pequeñas y medianas empresas, se alinearon mayoritariamente con el sucesor de Pujol. La coincidencia de políticas era notable. Compartían la opción de aplicar recetas de austeridad, de reducir el gasto público, y criticaban a Zapatero por no ser suficientemente valiente en una coyuntura que consideraban crítica. Es más, el mundo económico catalán vio una oportunidad de recuperar algo de su perdida influencia en la capital del Estado, tras el amargo paréntesis de la mayoría absoluta del PP de Aznar entre el 2000 y el 2004, al ser necesaria la colaboración parlamentaria de CiU para que las exigencias de Europa obtuvieran la luz verde parlamentaria. Era el momento de reclamar compensaciones, de vender caro el voto, a lo Partido Nacionalista Vasco (PNV), una referencia política de las élites catalanas, y obtener palpables beneficios económicos por los apoyos en el Congreso. 

			El cálculo de Mas, y de muchos de los empresarios que estaban próximos a él en el otoño del 2010, requería que en las cercanas elecciones generales españolas el PP no alcanzara la mayoría absoluta, situación idónea para reeditar una negociación similar a la del famoso pacto del Majestic de 1996. Las encuestas daban ganadores a los populares, pero no como para gobernar en solitario. Esas cábalas, sin embargo, resultarían quiméricas.

			El giro social conservador provocado por la crisis económica del 2008 y el desgaste de los dos tripartitos previos —el último, el de Montilla, ya había comenzado a aplicar notables recortes, sin que pese a ello pudiese contener el gasto— remataron la jugada para que los convergentes obtuvieran un notable éxito electoral en el 2010. CDC logró una formidable subida; también, aunque muchísimo menos, el PP. Bajaron rotundamente los socialistas, así como los republicanos de ERC, que sufrieron una severa derrota, convirtiendo en un espejismo su objetivo de superar a los convergentes, que multiplicaban sus votos por seis. Ese dispar resultado desactivó inicialmente la competencia entre los nacionalistas y los independentistas, cuyo desencadenante había sido el pacto de estos últimos con la izquierda para formar los tripartitos y dejar a los convergentes fuera del Govern. CiU arrancó la legislatura pensando que sus rivales republicanos estaban poco menos que tendidos en la lona, lo que le daba un margen absoluto ante su electorado. Hasta el punto de que Mas pactó su investidura con el PP sin demasiados complejos.

			El líder convergente tejió un juego de alianzas y complicidades que elevó su estatura política ante los líderes económicos. Accedió a la presidencia consiguiendo la abstención del Partit dels Socialistes de Catalunya (PSC) y, meses después, sellaría un pacto presupuestario por dos años con el PP. Esto resulta paradójico si se recuerda que la sentencia del Tribunal Constitucional, una de las espoletas del choque político que acabará siendo el procés, fue la respuesta favorable del poder judicial a las denuncias del PP contra el Estatut. Ese partido fue el que en los primeros años apoyó a Mas y le permitió iniciar sus programas de ajuste, al tiempo que se lo negaba a Zapatero en el Congreso.

			Mas desplegaba su política manejando dos barajas. Por un lado, el PP; por otro, un discurso que en teoría tentaba las costuras, las posibilidades, de la negociación con el Estado: el pacto fiscal, recuperado, no lo olvidemos, durante sus últimos años en la oposición. La reivindicación figuraba de manera sucinta en su programa electoral del 2010. La parte más elaborada proponía desarrollar el consorcio tributario con la Agencia Tributaria Estatal, según lo establecido en el articulado del Estatut. En otro apartado del mismo documento electoral se señalaba de forma genérica y muy sucinta: «Nos proponemos que Cataluña disponga de un modelo de financiación propia —como lo es el concierto económico— con el objetivo de poder gestionar y decidir sobre la totalidad de los recursos tributarios de Cataluña». El Parlament de Cataluña constituyó la comisión sobre el pacto fiscal en junio del 2011.

			La promesa de una porción más grande del pastel de las finanzas públicas fue una auténtica tentación para la burguesía, que compró en parte porque, al igual que Mas, lo concebía no como un objetivo posible, sino como un punto de partida de una negociación clásica en la que la otra parte, el Gobierno central, acabaría haciendo una propuesta que mejoraría el statu quo vigente sin llegar a ser el concierto vasco. También, arrastrada por una corriente social y una presión política a la que no se veía con fuerzas de oponer resistencia. Aún no tenía la sensación de que la calle acabaría sublevándose.

			En sus memorias de aquellos años, Mas expuso sus argumentos sobre el uso táctico de esa reivindicación: «En el primer año de legislatura no ponemos encima de la mesa el pacto fiscal» porque Zapatero ya estaba de salida. También porque él «sabía que España estaba a las puertas del rescate financiero, no nos darían dinero». Aun así, cuando finalmente se la planteó a Mariano Rajoy, el recién llegado presidente del Gobierno, en septiembre del 2012, el Estado todavía estaba en peores condiciones económicas que con su predecesor en la Moncloa. Eso fue poco después de la manifestación de la Diada del 11 de septiembre de ese año, con el lema «Cataluña, nuevo Estado de Europa», que Mas calificó de «pistoletazo de salida del procés».

			Desde el punto de vista político, el pacto fiscal se concibió como una actualización del programa pujolista, reactivando reivindicaciones casi olvidadas por la práctica del fundador de CiU. El desacreditado peix al cove de Pujol buscaba acuerdos con los Gobiernos centrales de turno sobre materias concretas de interés inmediato a cambio del apoyo parlamentario en el Congreso de Madrid y cierta paz política en Cataluña. Así pues, Mas dio relieve político al pacto fiscal como el elemento que debería catalizar las energías de los catalanes en un momento de crisis económica aguda. 

			El pacto fiscal resumía la propuesta de nueva relación económica y financiera con el Estado basada, en primer lugar, en que la Generalitat se encargaría de la recaudación de todos los impuestos en Cataluña con su propia Agencia Tributaria. De lo ingresado, la Administración catalana aportaría a la Hacienda del Estado la parte que compensara sus gastos en Cataluña más la partida que se pactase en concepto de solidaridad con el resto de las comunidades autónomas. El modelo de referencia era siempre el concierto vasco, que funciona exactamente así, con su correspondiente cupo, es decir, la cifra que el Gobierno vasco y el central pactan como compensación por los gastos del Estado en Euskadi.

			Este acuerdo era un magnífico banderín de enganche para acercar a capas de la burguesía y a sectores de clases medias, sobre todo profesionales, que ya estaban muy insatisfechas tras décadas de minimalistas negociaciones pujolistas. Frente al Gobierno central, era en realidad una apuesta de máximos que buscaba obtener respuestas negociadoras que permitiesen que la Administración catalana encarase la crisis sin tener que recurrir a los recortes de manera permanente y de este modo se evitase el desgaste político de los dirigentes nacionalistas.

			Como resumía en uno de sus informes el Consell Assessor per a la Reactivació Econòmica i el Creixement (CAREC), una comisión asesora creada por Mas nada más llegar al Govern con el objetivo de buscar la complicidad empresarial y presidida por Salvador Alemany, hombre de la órbita de La Caixa: 

			La recaudación y gestión por el Govern catalán de todos los tributos que se generan en Cataluña mediante una agencia tributaria propia. La capacidad normativa plena sobre estos tributos sin otra limitación que las directrices comunes que se establezcan con la UE y el Estado. La capacidad financiera en función de las competencias asumidas por cada nivel de gobierno. Un mecanismo de negociación y revisión del Pacto sobre la base de la relación bilateral entre España y Cataluña, para renovar o modificar el contenido.

			Económicamente, la propuesta se planteaba como la solución para acabar con el denominado déficit fiscal, el saldo negativo entre lo que los catalanes aportaban a las arcas del Estado a través de los impuestos y lo que recibían por la vía del gasto y la inversión públicos, en servicios o infraestructuras. El déficit fiscal ha preocupado a economistas y empresarios catalanes desde hace más de ciento setenta años. El empleo de un elemento tan técnico como sustento de las posiciones políticas siempre ha sido motivo de polémica. 

			Las conclusiones de los diferentes estudios coinciden siempre en calcular un déficit fiscal catalán con el Estado que, dependiendo del método de cómputo, se estima en un mínimo del 6 % hasta un máximo incluso por encima del 10% de lo que la economía produce en un año.

			La existencia de este déficit es la norma en las regiones más ricas del planeta; estas pagan más impuestos a sus Estados que las más pobres, y está plenamente justificada en función de sus niveles de renta superiores. Esto se detecta en todos los países donde se ha estudiado esa relación, como Alemania, Canadá, Reino Unido o Francia. La polémica en el caso de Cataluña y España se centra en que se trata de un déficit «excesivo». Según Antoni Castells —dirigente del PSC, conseller de Economía de Maragall y Montilla, que encabezó desde los años ochenta el interés de un sector de la izquierda por este tipo de análisis— y el catedrático Martí Parellada, «este comportamiento es similar al que se produce en las regiones europeas con una renta relativamente elevada. Sin embargo, la economía catalana se aparta parcialmente de este comportamiento general dado que el déficit fiscal es exageradamente elevado en relación con la renta».

			El Govern de Mas no concretó públicamente cuáles eran sus objetivos de reducción del déficit fiscal en el caso de que se abriese una negociación con el Gobierno, precisamente porque, de entrada, este no aceptaba ni tan solo la idea de sentarse a hablarlo. Josep Martí, secretario de Comunicación del Ejecutivo de Mas entre el 2010 y el 2016, explicó en Cómo ganamos el proceso y perdimos la república, que «lo que se pretendía es que quedase reducido a un porcentaje razonable (siempre se hablaba del 4 % [unos 12.000 millones anuales menos], aunque nadie formalizó nunca esa cifra) y que se respetase el principio de ordinalidad». Es decir, que ninguna comunidad autónoma bajase posiciones en el ranking de renta por persona tras ese ajuste.

			Las élites catalanas habían respaldado históricamente la filosofía subyacente tras las balanzas fiscales y el concierto económico, pues consideraban una injusticia pagar más para recibir menos. Pero durante el periodo democrático reciente no la habían convertido en una reclamación política ni inmediata, ni urgente, ni posible. Tampoco la plantearon como un mecanismo para una modificación general de sus relaciones económicas institucionales con el Estado.

			El concierto no fue su objetivo en el arranque de la democracia y la recuperación de la Generalitat. Sin embargo, con el paso de los años, comenzó a asentarse el convencimiento de que un acuerdo de ese tipo sería beneficioso para la economía catalana y para sus élites, pero nunca en términos de una propuesta política concreta, posible y realista. 

			Por otra parte, en los primeros años de la transición, la burguesía catalana, y, a estos efectos, también el pujolismo, mantuvo una posición claramente intervencionista en la política española. En una especie de repetición de lo sucedido durante las primeras décadas del siglo XX, su aspiración mayoritaria era justamente pilotar una reforma a la catalana del Estado español. Como se verá más adelante, los sectores más dinámicos del poder económico catalán solo concebían la política en términos de reforma del conjunto del Estado español bajo su propia dirección y en ningún momento se plantearon un programa de repliegue sobre Cataluña. Esto entraña una diferencia clave con el nacionalismo vasco, públicamente mucho más distante de la gran empresa y que se sintió siempre más cómodo replegándose tras el protector escudo del concierto económico y los fueros. Los imperativos de la globalización, la crisis del 2008 y la política del Estado modificarían ese punto de vista entre relevantes sectores de las élites catalanas, hasta que, finalmente, el procés le imprimió un giro de 180 grados.

			Antes de adentrarnos en la radiografía de lo que es hoy la burguesía catalana, vamos a hacer un brevísimo salto hacia el pasado para ver dos de los episodios que más directamente marcaron el cambio de esa clase social respecto a sus antecedentes históricos, los anteriores a la Guerra Civil. Por una parte, en el aspecto económico, el Plan de Estabilización, cuna del nuevo modelo de capitalismo español tras la autarquía franquista y forja de la creación o consolidación de gran parte de las empresas familiares españolas y catalanas. Y, en lo referente a la articulación política de la élite catalana del dinero durante las cinco décadas largas que separan el cambio económico del inicio del procés, el antecedente fue el papel del Cercle d’Economia.

			
LA FORJA DE UNA LEYENDA EN MADRID Y BARCELONA. 
EL PLAN DE ESTABILIZACIÓN


			La renovación del mundo empresarial en Cataluña y en España fue posible gracias a un hecho que ya queda lejano en la memoria de la sociedad, un cambio de política económica impuesto al dictador Francisco Franco a mediados del siglo pasado, en 1959, por el poder dominante tras la Segunda Guerra Mundial, Estados Unidos. Se trata del llamado Plan de Estabilización de 1959. Este, en realidad, empezó seis años antes, cuando la dictadura selló el convenio para autorizar la instalación en el país de las bases militares permanentes de Estados Unidos.

			El Plan era un programa de apertura de la economía por la vía de la liberalización de los intercambios comerciales, la devaluación monetaria y la puerta abierta a la entrada del capital extranjero, estadounidense y europeo. Ponía punto final a la larga política proteccionista vigente en España desde la última década del siglo XIX, en plena Restauración, y, en buena medida, por el impulso de la burguesía catalana. Estas medidas supusieron la incorporación definitiva de España al orden económico surgido de la Segunda Guerra Mundial. Fueron el principio de la nueva industrialización de España, más allá de Cataluña y el País Vasco, y serían la base sobre la que se desarrollarían la mayoría de las empresas que aún hoy conforman el universo del poder económico del país.

			La propaganda de Estado franquista acabaría ocultando el verdadero origen de ese giro estratégico, intentando atribuirse una voluntad modernizadora e industrial que, en realidad, poco tuvo que ver con la realidad de los hechos. Lo que sucedió distaba mucho de la idea tan divulgada en determinados ámbitos sobre un proyecto endógeno para impulsar el desarrollo económico con el que crear una nueva sociedad de clases medias que acabaría siendo la cuna de la democracia. En sentido contrario, algo parecido sucedió también en Cataluña, fomentando una leyenda que exageró sobremanera la capacidad de intervención de las fuerzas vivas de la economía local en los asuntos del Estado.

			En realidad, como acreditan los estudios más recientes, la formulación de ese Plan fue una idea del Gobierno de Estados Unidos, largamente porfiada desde 1953, ante el visible naufragio de la política franquista y la preferente preocupación por la continuidad de sus bases militares en la Península, acordadas tras los Pactos de Madrid a cambio de importantes sumas de dinero vitales para la sostenibilidad económica del régimen autárquico. Para evitar que las angustiosas peticiones de ayuda monetaria de los ministros españoles se convirtieran en una sangría permanente de fondos, Washington diseñó un programa de apertura y salvamento. La economía mundial vivía momentos de expansión exuberante y la política de Estados Unidos impulsaba en el mundo la máxima apertura de todos los mercados nacionales.

			 La hoja de ruta definitiva de ese plan estadounidense para España se expuso a principios de 1957 en un telegrama de John Hollister, director de la International Cooperation Administration (ICA) a la embajada de Estados Unidos en Madrid. Así lo relató Elena Cavalieri en «¿De quién fue la idea del Plan de Estabilización?», un trabajo editado por el Banco de España coincidiendo con el sesenta aniversario del Plan y presentado en un acto de homenaje a Joan Sardà Dexeus, economista catalán y uno de los ejecutores locales del acuerdo con Washington.

			Los estadounidenses trasladaron por diversas vías sus quejas por la negativa del régimen a seguir sus recomendaciones y la pésima gestión de la crisis. También se lamentaban de que, pese a las solicitudes de Washington, España no facilitaba ningún dato fiable sobre el estado de su economía. Y el elemento crucial, la clave sobre el plan de Estados Unidos para España desde el mismo momento de la firma del pacto sobre las bases, «cuando España aceptó el programa de ayuda, en 1953, se comprometió a “hacer el máximo esfuerzo” para pactar el establecimiento de un sistema de pagos y de transferencias internacionales que se aplicaría a todas las naciones y empresas de Estados Unidos»; algo que en 1957 no se había producido pese a las presiones de la embajada de Washington en Madrid.

			Los estadounidenses pensaban que la ayuda de Estados Unidos a España acordada en 1953 solo tenía sentido si servía para «el reforzamiento económico del mundo libre a través de una mayor cooperación mutua, la expansión del comercio y economías individuales más sólidas». El telegrama de Hollister y los movimientos del embajador provocaron una inmediata crisis de Gobierno, al mes siguiente, que desembocó en el nombramiento ministerial de los tecnócratas del Opus Dei. Estos se encargaron, ahora sí, de implementar la propuesta de la Administración estadounidense y el desplazamiento del sector vinculado al falangismo, postulante aún de la autarquía de posguerra. Estados Unidos estaba presionando en todo el mundo a favor de la apertura de fronteras económicas a fin de fomentar sus exportaciones y la ampliación del mercado para las multinacionales. También le preocupaba la estabilidad política del franquismo, en pleno cénit de la Guerra Fría.

			Ese impulso contó, internamente, con el complemento esencial de la gran banca, poder fáctico del régimen, algunas de cuyas cabezas más visibles habían lanzado ya críticas a la autarquía. Franco se resignó y aceptó el cambio porque la situación económica y la social eran insostenibles y porque las exigencias estadounidenses no implicaban condiciones políticas ni menor represión o más apertura.

			Técnicamente, el Plan fue exitoso porque sus detalles y ejecución corrieron a cargo de los técnicos españoles y no de la cúpula del Fondo Monetario Internacional (FMI) desde el exterior, sin conocer la realidad concreta de la economía española: «Aunque la idea del plan surgió en Estados Unidos, en España encontró un terreno particularmente fértil en el Gobierno de los tecnócratas y sus asesores».

			Entre ellos había tres catalanes relevantes. Es el caso de Joan Sardà, llegado a la dirección del servicio de estudios del Banco de España dos meses antes del telegrama estadounidense; el economista Fabián Estapé; y Laureano López Rodó, falangista de primera hora, después opusdeísta y secretario general técnico del Ministerio de Presidencia durante la fase clave de implementación de las reformas. El equipo de ministros económicos del Gobierno siguió las líneas maestras trazadas por Estados Unidos con una atenta lectura de la realidad del país en el que vivían. Una manifestación del poder que desde entonces ya ejercía Washington en España y que, en buena medida, se ha ido reforzando con el paso del tiempo.

			El plan de Estados Unidos permitió integrar la economía española en el mercado mundial tras veinte años de aislamiento prácticamente absoluto. Los planes de estabilización eran la receta estadounidense de la época para ese acercamiento. Se aplicaron, prácticamente en el mismo momento, en países tan diversos como Turquía, Argentina o España. Obviamente con resultados desiguales según los países y la solvencia de sus tecnocracias.

			El Plan de Estabilización abrió la puerta a la llegada de capital exterior, la modernización del equipamiento productivo y de la gestión de las empresas a través de la entrada de las multinacionales, en buena parte de las principales compañías industriales y de servicios españolas; también crearon muchas nuevas. Una alianza entre el régimen y las primeras empresas globales del mundo, las multinacionales estadounidenses y europeas, ansiosas por hacer negocios en nuevos mercados. 

			El acuerdo comportaba que la banca, el verdadero núcleo de poder económico del franquismo, quedaba al margen de la apertura, ya que era el coto reservado para la corte financiera del régimen. Con el Plan de Estabilización llegó una auténtica lluvia de inversiones, pero los bancos no cedieron su capital a los acaudalados extranjeros. Vendieron a las multinacionales empresas que estaban bajo su control, les concedieron créditos para sus proyectos en España y compartieron negocios. Pero no entregaron ni un ápice de su poder directo, al contrario, lo reforzaron y lo mantuvieron intacto hasta la llegada de la democracia. Esta es una singularidad permanente de la economía española, que pervive aún bien entrado el siglo XXI.

			El primer círculo del capitalismo español quedó estructurado en torno a tres grandes grupos: la banca madrileña y vasca como indiscutible centro del sistema, con sus amplios ramilletes de empresas controladas, especialmente las grandes eléctricas; la gran industria básica agrupada en torno al sector público y el Instituto Nacional de Industria (INI); y, por último, las grandes compañías industriales y de servicios total o parcialmente vinculadas al capital extranjero. Un segundo círculo, más alejado del poder político, lo conformaba la burguesía española de menor dimensión, en parte continuadora de sagas anteriores a la guerra; en parte producto de la corrupción y las prácticas arbitrarias del franquismo; y en parte resultado de la nueva industrialización. La catalana, formaba parte de esa segunda anilla. La banca en la cima; un conglomerado público que pagaba las nóminas de buena parte del alto funcionariado; una alta penetración multinacional. Finalmente, un grupo de empresas familiares medias con cierta potencia y una aplastante presencia de pymes; ambas con un acceso muy acotado a los pasillos del poder político y apenas partícipes de la definición de las grandes decisiones económicas.

			Esas tres galaxias, cribadas por la industrialización a partir de los sesenta y después con la entrada en Europa, ya en la democracia, dieron origen a una de las bancas más potentes del mundo. Del desmantelamiento del sector público iniciado por el socialista Felipe González y rematado por el popular José María Aznar, surgió un núcleo de grandes empresas de servicios que se convertirían en el mascarón de proa del capitalismo español en el mundo, ciertamente con poca presencia de capitalistas de verdad y sí de amigos del poder político de turno, concentrado en Madrid. Del ámbito empresarial tradicional, se desarrolló un potente grupo de empresas familiares que sigue siendo la columna vertebral de la burguesía catalana y vasca y, en cierta medida, también de la madrileña.

			El Plan de Estabilización abrió las puertas a la nueva sociedad de consumo, en la que la burguesía catalana tendría sus principales intereses y gracias a la cual ganó dinero, mucho más dinero, pero no más poder e influencia, ya que estaba muy limitada más allá de su radio de acción local o sectorial. Tampoco aumentó sensiblemente su dimensión, ni por la vía del crecimiento orgánico, ni mucho menos por la de las asociaciones o fusiones. La pervivencia destacada y dominante del textil manifestaba las debilidades de su estructura empresarial.

			
EL CERCLE D’ECONOMIA Y EL SUEÑO IMPOSIBLE 
DEL PODER ECONÓMICO CATALÁN 


			El Cercle d’Economia nació en el clima de tensiones, inquietudes y debates que enmarcó la aprobación del Plan de Estabilización de 1959. Fue la iniciativa de un puñado de jóvenes destinados a tomar el mando generacional en un amplio ámbito empresarial de la burguesía catalana del momento. Los detalles son suficientemente conocidos. Los nombres más destacados, también: Carlos Ferrer Salat, hijo de un empresario químico y farmacéutico; Carles Güell de Sentmenat, ejecutivo de la cementera Asland y descendiente de dos de las principales sagas impulsoras de la industrialización en Cataluña y mecenas de la arquitectura y la cultura; Artur Suqué, vástago de dos importantes familias textiles y yerno de Miquel Mateu, una de las más prominentes figuras del franquismo político y económico en Cataluña; y Joan Mas Cantí, descendiente asimismo de empresarios textiles. Su secretario era Ernest Lluch, futuro ministro socialista, asesinado por ETA. Y con el economista Fabián Estapé, vía de contactos con Madrid y participante también en la aplicación del plan estadounidense de 1959, como asesor técnico y generador de ideas. Pronto se incorporaría un joven Jordi Pujol. En el Cercle d’Economia se reunía una representación de la realidad empresarial del momento: laboratorios farmacéuticos, actividad que continúa siendo puntera aún hoy en día en la economía catalana; una presencia aún testimonial de la alimentación, sector que despegaría con fuerza tras el Plan de Estabilización; y una mayoría abrumadora del textil, en aquellos años aún la actividad dominante. Sin embargo, no había presencia del sector financiero autóctono, de escaso relieve en Cataluña, más allá de las cajas de ahorros, un pequeño Banc Sabadell y la recién nacida Banca Catalana de Pujol, en aquellos días un modesto proyecto de futuro.

			La historia política del núcleo central de la burguesía catalana entre mediados de los años cincuenta del siglo pasado y hasta principios del XXI sigue los perfiles de ese grupo organizado en los estertores de la autarquía franquista. Su discurso influyó también sobre amplias capas medias y profesionales de la sociedad catalana. Es interesante verificar la concordancia entre los objetivos que se proponía aquel grupo de jóvenes, convencido de su papel de élite dirigente, tan en sintonía con la filosofía jesuítica en la que había sido formada la mayoría de ellos y la realidad del país. 

			La idea con la que encaró su misión la definió esencialmente Jaume Vicens Vives, historiador conservador de referencia, quien en un artículo en la revista Destino, en 1954, tras conocer a aquellos jóvenes del Cercle, dejó escrito: «Hay una generación burguesa que apenas se asoma a las puertas de la vida, pero de la cual es su futuro. De sus ambiciones y de su desinterés, de su comprensión de los demás elementos de la sociedad, de su nueva fe en el país, pueden y deben esperarse muchas cosas». Según explicó Mas Cantí, «en 1953, Jordi Pujol, ya pleno de inquietudes, nos puso en contacto con Jaume Vicens. Desde entonces y hasta muy próxima su defunción, fueron muchas las reuniones que celebramos».
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